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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 18 de 
julio de 2024, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la solicitud presentada 
por Dña. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero 
Sra. Ares González, consejera y  
ponente 
Sr. Herrera Campo, consejero 
  
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

DICTAMEN 260/2024 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 27 de mayo de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la solicitud presentada por 
Dña. yyyy, en la que reclama el derecho a percibir una compensación 
económica en concepto de indemnización por cese. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 30 de mayo de 2024, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 260/2024 y se inició el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia a la consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 24 de abril de 2023, Dña. yyyy presenta escrito ante la 

Administración autonómica en el que solicita una indemnización de veinte días 
por año trabajado, por los daños derivados de su cese como funcionaria 
interina en el puesto de trabajo de auxiliar administrativo de la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León, RPT vvvv, que ha ocupado de manera 
ininterrumpida en la Unidad Veterinaria de xxx1, desde el 6 de noviembre de 
2006 hasta el cese acaecido el 23 de marzo de 2023. 
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Funda su petición en que su cese es ilegal, tal como ha hecho valer en 

el correspondiente recurso de alzada, por cuanto se procedió a la cobertura 
del puesto por el sistema de acceso libre, de acuerdo con la resolución de la 
Viceconsejería de Administraciones Públicas y Atención al Ciudadano de 5 de 
enero de 2023, por la que se aprueba y publica la relación de aspirantes que 
han superado el proceso selectivo convocado por Orden PRE/1528/2020, de 
16 de diciembre, para el ingreso, por el sistema de acceso libre, en el Cuerpo 
Auxiliar de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.  

 
Considera que la forma correcta de provisión del referido puesto es la 

prevista en la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la 
reducción de la temporalidad en el empleo público, al reunir los requisitos 
establecidos en las disposiciones adicionales sexta y octava de la misma.  

 
Por ello reitera que la referida resolución de la Viceconsejería de 

Administraciones Públicas y Atención al Ciudadano de 5 de enero de 2023, es 
“un acto nulo de pleno derecho conforme al artículo 47.1.a) de la Ley 39/2015 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, por lesionar derechos y libertades susceptibles de 
amparo constitucional, así como del articulo 47.2 al indicar que `también 
serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren 
la Constitución, las leyes u otras disposiciones administrativas de rango 
superior, las que regulen materias reservadas a la Ley´, constituye asimismo 
un acto anulable conforme al artículo 48.1 de la Ley 39/2015 (…) por cuanto, 
`son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier 
infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder´”.  

 
Añade que “Las aludidas causas de nulidad y anulabilidad de la Orden 

de 5 de enero de 2023 afectan por relación directa al cese del recurrente, 
contagiando de dichos efectos al mismo, que por consiguiente también debe 
ser declarado nulo o anulable, habiéndose ya presentado en tal sentido 
recurso de alzada frente a dicho cese”. 

 
Junto a ello, la interesada indica que, al no estar incluido dicho puesto 

en el proceso de estabilización sino en el de acceso libre, se le ha privado de 
la indemnización que, en su caso, le hubiese correspondido percibir, 
equivalente a veinte días de retribuciones fijas por año de servicio, 
prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores a un año, hasta 
un máximo de doce mensualidades, contemplada en el artículo 2.6 del Real 
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Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio, y en la Ley 20/2021, compensación 
económica que se recibe cuando, estando en servicio activo, viera finalizada 
su relación con Administración por la no superación del proceso selectivo de 
estabilización. 

 
Segundo.- El 12 de mayo de 2023 el jefe del Servicio Territorial de 

Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural de xxx2 informa desfavorablemente 
la pretensión de que “se declare el derecho del solicitante al percibo de una 
indemnización de 20 días por año trabajado con un límite de 12 
mensualidades (…)” por cuanto el acto administrativo de cese fue “dictado 
por órgano competente conforme al procedimiento legalmente establecido, 
como consecuencia de la toma de posesión de una funcionaria de carrera 
nombrada legalmente”. Se adjunta a este informe el expediente laboral del 
interesado. 

 
Tercero.- El 7 de febrero 2024 se emite informe, igualmente 

desfavorable a la estimación de la reclamación, por la jefe del Servicio de 
Personal y Asuntos Generales de la Consejería de Agricultura, Ganadería y 
Desarrollo Rural. Entre otras cuestiones, señala lo siguiente:  
 

“6) (…) no consta que se haya presentado el meritado recurso 
de alzada (…).  

 
»8) (…), pese a ello han de reiterarse los argumentos expuestos 

en las resoluciones recaídas en supuestos análogos al que nos ocupa `la 
resolución del cese impugnada se produce por la ocupación del puesto 
vacante, por el nombramiento de un funcionario de carrera, mediante el 
procedimiento legalmente establecido, teniendo éste, por otro lado, carácter 
reglado, imperativo y conforme a derecho. No procede en consecuencia 
declarar su nulidad. Aun cuando no es el procedimiento que motiva el 
presente informe el cauce procesal oportuno para debatir sobre la corrección 
del citado acto, si cabe afirmar que no puede ser el cese ajustado a Derecho 
el que ocasione un daño susceptible de indemnización, este sólo tendría 
fundamento si mientras duró la situación de interinidad y como consecuencia 
de la misma se produjo una lesión física o moral, una disminución patrimonial 
o una pérdida de oportunidad que el empleado público interino no tuviera el 
deber jurídico de soportar (STS 1510/2021, de 16 de diciembre)´. (…). 

 
»11) (…) no hay pronunciamiento administrativo o judicial 

alguno que haya determinado la nulidad o anulabilidad de los actos previos 
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que desembocaron en el nombramiento de un funcionario de carrera para 
ocupar el puesto de trabajo con código de RPT vvvv y, en consecuencia, era 
obligado el cese del reclamante, quien por lo demás podía y puede participar 
en todos aquellos procesos de estabilización y consolidación de empleo 
temporal que al efecto pudieren convocarse, resultando que en ellos su 
experiencia profesional previa es un mérito a valorar, y lo es en condiciones 
muy ventajosas.  

 
»12) (…) la ley añade un nuevo proceso extraordinario de 

estabilización, que no suspende, ni anula, ni modifica los anteriormente 
iniciados con arreglo a lo dispuesto en los artículos 19.Uno.6 de la ley 3/2017, 
de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 2017 y 19.Uno.9 
de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2018. Resultando que el proceso que desembocó en última instancia 
en el cese del reclamante en su puesto de trabajo se inició con anterioridad 
a la entrada en vigor de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre.  

 
»13) No obstante lo anterior, teniendo en cuenta las 

retribuciones devengadas por el reclamante, el tiempo de servicios prestados 
y aplicando el criterio al que se remite aquélla en su solicitud, la cantidad 
resultante sería (…) 19.446,89 euros.  

 
»14) La reclamante ha prestado voluntariamente los servicios 

durante el tiempo que duró la interinidad, periodo en el que no consta haya 
realizado las actuaciones tendentes a ganar conforme a Derecho el puesto 
que venía ocupando, actuaciones que no pueden ser otras que las 
consistentes en la superación íntegra del correspondiente proceso selectivo. 
El interesado conocía perfectamente que su cese se produciría cuando 
concurrieran los motivos explicitados tanto en el TREBEP como en la Ley de 
la Función Pública de Castilla y León, puesto que la Administración ha de 
formalizar `de oficio la finalización de la relación de interinidad por cualquiera 
de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 63, sin 
derecho a compensación alguna: a) Por la cobertura reglada del puesto por 
personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los procedimientos 
legalmente establecidos; b) Por razones organizativas que den lugar a la 
supresión o a la amortización de los puestos asignados; c) Por la finalización 
del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento y d) Por la 
finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento´. (…)”. 
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Cuarto.- El 13 de marzo de 2024, el Servicio de Gestión de la Selección 
de la Dirección General de la Función Pública emite informe, en el que concluye 
que “la administración puede y debe ofertar los puestos ocupados por personal 
interino, quienes carecen del derecho a adquirir la condición de funcionario de 
carrera/laboral fijo sin superar el proceso selectivo, como es el caso de las 
plazas que ocuparon los demandantes, y en este caso ha ofertado los puestos 
a nuevo ingreso del proceso selectivo de estabilización derivado de la OEP 
2018 de acuerdo con las previsiones de la Ley de presupuestos para el año 
2018 que le da cobertura, y además aplicando criterios objetivos en el sentido 
de ofertar prioritariamente aquellas ocupadas con carácter temporal más 
tiempo con preferencia a las de menos tiempo. Asimismo destacar que el 
hecho de que los puestos que ocupaban los demandantes cumplan los 
requisitos para `generar´ plaza en OPE ley 20/2021 no conlleva 
automáticamente esta posibilidad, puesto que esta nueva estabilización es 
adicional a la anterior, como establece expresamente el artículo 2.1 de la 
citada ley, y que en todo caso, su eventual inclusión no supondría que se 
detrajeran los puestos que ocupaban para los diferentes procesos de selección 
o movilidad horizontal –no solo no está prevista tal circunstancia sino que sería 
frontalmente incompatible con la normativa aplicable en la materia-, ya que 
los demandantes tienen derecho a participar en estos procesos selectivos”. 
 

Quinto.- Concedido trámite de audiencia el 13 de marzo, la interesada 
presenta alegaciones en las que básicamente se afirma y ratifica en su solicitud 
inicial, reconoce que el cese no ha sido objeto de impugnación y se muestra 
conforme con la cantidad de 19.446,89 euros propuesta por el Servicio de 
Personal y Asuntos Generales de la Consejería de Agricultura, Ganadería y 
Desarrollo Rural. 

 
Sexto.- - El 8 de mayo de 2024 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación planteada. 
 
Séptimo.- El 10 de mayo la Asesoría Jurídica de la Consejería de 

Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural informa favorablemente la propuesta 
de resolución. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
Única.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación por 

los perjuicios ocasionados a Dña. yyyy, por la indebida provisión del puesto 
que ocupaba interinamente.  

 
La interesada considera que la actuación administrativa causante del 

daño es contraria a Derecho puesto que, la forma correcta de provisión del 
puesto que ocupaba en régimen de interinidad, no debió ser la de acceso libre 
sino la de estabilización regulada en la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de 
medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo público, 
al reunir los requisitos previstos en sus disposiciones adicionales sexta y 
octava. Ello le hubiese permitido optar a la compensación económica prevista 
en la misma Ley. 

 
La disposición adicional sexta citada, relativa a la “Convocatoria 

excepcional de estabilización de empleo temporal de larga duración”, establece 
que “Las Administraciones Públicas convocarán, con carácter excepcional y de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 61.6 y 7 del TREBEP, por el sistema de 
concurso, aquellas plazas que, reuniendo los requisitos establecidos en el 
artículo 2.1, hubieran estado ocupadas con carácter temporal de forma 
ininterrumpida con anterioridad a 1 de enero de 2016. (…)”. 

 
Por su parte, la disposición adicional octava, sobre “Identificación de las 

plazas a incluir en las convocatorias de concurso”, dispone que 
“Adicionalmente, los procesos de estabilización contenidos en la disposición 
adicional sexta incluirán en sus convocatorias las plazas vacantes de naturaleza 
estructural ocupadas de forma temporal por personal con una relación, de esta 
naturaleza, anterior al 1 de enero de 2016”. 

 
Hay que tener en cuenta a este respecto, que el Pleno del Tribunal 

Constitucional, por Providencia de 21 de mayo de 2024, ha acordado admitir 
a trámite la cuestión de inconstitucionalidad número 2796-2024, planteada por 
la Sección 2.ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla-La Mancha, en relación con las disposiciones adicionales 
sexta y octava de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, por posible vulneración 
de los artículos 23.2 y 149.1.18 de la Constitución. 
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Sin perjuicio de lo anterior, la interesada considera que son inválidos 
tanto su cese en el puesto como la Resolución de 5 de enero de 2023, de la 
Viceconsejería de Administraciones Públicas y Atención al Ciudadano, por la 
que se aprueba y publica la relación de aspirantes que han superado el proceso 
selectivo convocado por Orden PRE/1528/2020, de 16 de diciembre, para el 
ingreso, por el sistema de acceso libre, en el Cuerpo Auxiliar de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León y se ofertan los puestos de 
trabajo (en la que se ofertó la plaza, RPT vvvv, que desempeñaba 
interinamente).  

 
En la reclamación, la interesada refiere haber interpuesto un recurso de 

alzada frente al cese, recurso que, no obstante, según los informes técnicos 
emitidos en el procedimiento, no consta presentado. Posteriormente en fase 
de alegaciones, reconoce que dicho cese no ha sido impugnado.  

 
Como admite la propuesta de resolución (F.J. 2º) “la interesada no 

calificó expresamente su solicitud como de responsabilidad patrimonial”. En 
efecto, el  escrito presentado por la interesada es una “solicitud” de la que se 
desprende el ejercicio de dos acciones: por un parte, la que insta la revisión 
de la revisión del cese y de la Resolución de 5 de enero de 2023, y por otra, 
la que reclama la indemnización equivalente a la compensación económica 
prevista en la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. 

 
Ahora bien, la Administración no solo no ha tramitado el procedimiento 

de revisión de oficio solicitado, sino que, contradictoriamente, emplea como 
fundamento de la desestimación de la reclamación de responsabilidad 
patrimonial, precisamente, la falta de impugnación de estos actos por parte 
del interesado. En este sentido, la propuesta indica que “La reclamación de 
responsabilidad patrimonial no es el cauce idóneo para ventilar la legalidad y 
validez de una actuación administrativa, sino para pronunciarse sobre la 
procedencia de indemnizar como consecuencia del funcionamiento de un 
servicio o actuación administrativa. (F.J. 7º)”. 

 
Hay que tener en cuenta que el artículo 106.4 de la LPAC permite dar 

respuesta, en un único procedimiento, a las dos pretensiones que plantea el 
interesado: la revisión de oficio y la responsabilidad patrimonial. Señala el 
precepto que “Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una 
disposición o acto, podrán establecer, en la misma resolución, las 
indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las 
circunstancias previstas en los artículos 32.2 y 34.1 de la Ley de Régimen 
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Jurídico del Sector Público sin perjuicio de que, tratándose de una disposición, 
subsistan los actos firmes dictados en aplicación de la misma”. Ahora bien, en 
este supuesto, la Administración no efectúa un examen detallado de la 
concurrencia de los motivos de nulidad alegados por la interesada, de cuya 
eventual apreciación pudiera resultar el derecho a percibir la indemnización 
prevista en esta norma. 

 
Así las cosas, este Consejo no considera procedente pronunciarse en 

este momento sobre el fondo de la solicitud planteada, pues la procedencia de 
la indemnización deberá determinarse a la luz de la concurrencia o no de los 
motivos de nulidad invocados por la interesada en su escrito, respecto a la 
Resolución de 5 de enero de 2023 y el cese, lo cual deberá analizarse 
detenidamente en la propuesta de resolución del procedimiento de revisión de 
oficio, previa la tramitación prevista y de acuerdo con las normas del título V 
de la LPAC. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
En el estado actual del procedimiento, no procede emitir dictamen sobre 

el fondo del asunto en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de la solicitud presentada por Dña. yyyy, en la que reclama 
el derecho a percibir una compensación económica en concepto de 
indemnización por cese. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  

 


